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RESPUESTA/S AL CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA
IMPLEMENTACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN
INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ
I.
LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE. PLANES NACIONALES 

1.
¿Existen en la legislación interna normas penales, civiles y administrativas y de otra índole destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer? 

Sí existe normativa penal, civil y administrativa,  entre la misma destacan:

1. Código Civil.  Decreto 106 (emitido en el año 1963).
2. Código Penal.   Decreto 17-73.
3. Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar.  Decreto 97-96.
4. Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer.  Decreto 7-99.
5. Ley de la Carrera Judicial.  Decreto 41-99.
6. Ley General para el Combate del Virus de Inmunodeficiencia Humana VIH y del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida SIDA y de la Promoción, Protección y Defensa de los Derechos Humanos ante el VIH/SIDA.  Decreto 27-2000.
7. Ley de Desarrollo Social.  Decreto 42-2001.
8. Ley de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia.  Decreto 27-2203.
9. Ley de Idiomas Nacionales.  Decreto 19-2003.

10. Ley Marco de los Acuerdos de Paz.  Decreto 52-2005.

El Código Civil ha sufrido reformas (1998 y 1999), sin embargo es necesaria una reforma en lo referente a: institución del matrimonio, propiedad, copropiedad, sucesión hereditaria  en virtud a que actualmente dichos artículos contiene normativa discriminatoria contra la mujer no acorde con los principios y derechos protegidos en la Convención Belem do Pará.

El Código Penal contiene normas destinadas a penalizar determinadas acciones constitutivas de delito (violación, estupro, abusos deshonestos, y contagio venéreo).  Dichas normas no son específicas por delitos cometidos con exclusividad contra las mujeres, ya que se aplica el principio de la generalidad del Derecho.  Actualmente existe una propuesta de reforma a dicho cuerpo legal encaminada a reformar ciertos tipos penales como:  a) el tipo penal de violación cuando el móvil de éste  sea también por penetración anal, dedos u otros objetos y que el sujeto pasivo pueda ser también un hombre, b) delito de estupro y abusos deshonestos a efecto de eliminar de los mismos el concepto de honestidad, en virtud de que dichos tipos penales establecen como condicionante de aplicación de la pena que la mujer sea honesta, por lo que se considera que la norma no es acorde con los derechos de las mujeres, por ser un concepto subjetivo, c) la tipificación de la explotación sexual comercial, adopciones fraudulentas, dilapidación de bienes familiares y derogación del perdón del ofendido como causa de exención de la pena.

Las reformas del Código Penal incluyen también la derogación de los artículos que han dejado de ser operantes por la inclusión de nuevos estándares de protección de bienes jurídicos, por poseer una tipificación obsoleta o por cambios en la concepción y alcance de bienes jurídicos.

Con fecha 30 de noviembre del 2005, la Corte de Constitucionalidad decreta suspensión provisional del artículo 200 del Código Penal de la República de Guatemala.  Dicho artículo establece como causa de exención de la pena el matrimonio del autor de delitos sexuales con la víctima.

La Ley específica para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, Decreto 97-96 del Congreso de la República. Tiene como finalidad proveer protección inmediata a la persona víctima de violencia, estableciendo facultades y obligaciones a las autoridades con la finalidad de garantizar la vida, la integridad, la seguridad y la dignidad de las personas. La aprobación de esta ley se da como cumplimiento dentro del marco del cumplimiento de los compromisos adoptados en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer.   

La Ley de Desarrollo Social constituye el marco jurídico que permita desarrollar los procedimientos legales y políticas públicas para la promoción, planificación, coordinación, ejecución y evaluación de las acciones gubernativas y del Estado encaminadas al desarrollo de la persona, en los aspectos social, familiar, humano y su entorno, con énfasis en los grupos de especial atención, en este caso las mujeres.  Los principios rectores de la ley son la igualdad, la equidad, la libertad, organización de la familia, derecho al desarrollo, especial atención a grupos en situación vulnerable y descentralización.  En diversos artículos hace referencia a la protección de todas las personas en salud, educación, migración y otros aspectos; resalta el artículo 41 lo relativo a velar porque programas y mensajes de comunicación social eviten la perpetuación del machismo, la subordinación y explotación de la mujer y la reducción de la persona a objeto sexual.  Por lo que dicha ley recoge principios de la Convención. 

Ley de la Carrera Judicial: el objeto y fines es establecer los principios, normas y procedimientos, así como crear los órganos necesarios para la administración y operación de la carrera judicial.  La importancia de dicha ley en el marco de la Convención Belem Do Pará es que contempla sanciones y considera como falta gravísima el cometer cualquier acto de coacción, especialmente de índole sexual o laboral.

Como norma reglamentaria se pueden mencionar: 


El Reglamento de la Ley Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar con el cual se crea la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres –CONAPREVI-, tiene por objeto desarrollar las disposiciones de la ley específica, facilitando la presentación, trámite, resolución y registro de las denuncias, a fin de garantizar  la efectividad de las medidas de seguridad.  Sin embargo dicha ley y reglamento no son de aplicación punitiva por lo que se considera necesario una reforma al Código Penal para tipificar el delito de violencia intrafamiliar cuya propuesta de reforma actualmente se encuentra en el legislativo (fase de análisis de la comisión específica para el dictamen respectivo).  


El Reglamento Disciplinario de la Policía Nacional Civil, Acuerdo 420-2003, en su capítulo II Artículo 20 contempla como infracción grave la acción de insinuar o acosar en forma frecuente con propuestas de naturaleza sexual a personal subordinado o que esté bajo su custodia.  Las sanciones impuestas son de tipo administrativo, en virtud de que el acoso sexual aún no se encuentra tipificado en el Código Penal.

El acoso sexual no se encuentra tipificado actualmente como delito en el Código Penal, ni sancionado en los ámbitos laboral y educativo en las leyes respectivas, sin embargo las disposiciones internas tanto de la Policía Nacional Civil como la ley de la Carrera Judicial, se consideran normativa positiva a favor de las mujeres. 

1.1.
¿Se han promulgado, modificado o derogado leyes y reglamentos en su país a fin de modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respaldan la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer?

Sí, el Código Civil ha sido reformado en los siguientes aspectos: 

1. Representación conyugal en su artículo 109 se estable que esta corresponde de igual forma a ambos cónyuges, otorgándoles autoridad y consideraciones iguales en el hogar

2. Artículo 110, segundo párrafo se regula que ambos cónyuges tienen la obligación de atender y cuidar a sus hijos en la minoría de edad de estos últimos.  Las anteriores reformas fueron logradas según decreto 80-88 del Congreso de la República.

3. Derogatoria del artículo 113, con relación a mujer empleada fuera del hogar.  Según decreto ley 27-99 del Congreso de la República.

En la normativa penal se logró: 

1. Con fecha 7 de marzo de 1996 por suspensión definitiva de la Corte de Constitucionalidad, se derogan los artículos que tipificaban los delitos de adulterio y concubinato por considerar que violaban los derechos de igualdad y no discriminación en contra de las mujeres; el delito de adulterio contemplaba como sujeto activo a la mujer casada y no al hombre casado, en el caso del concubinato la ley trataba en forma distinta y desigual la infidelidad de los cónyuges y en forma más favorable al hombre.  Los artículos en mención fueron derogados en cumplimiento de los artículos 44 y 175 de la Constitución Política los cuales consagran el principio de la supremacía constitucional que son inconstitucionales al discriminar por razón de sexo a la mujer.

2. Con fecha 5 de mayo del 2004, se firma por el Gobierno de Guatemala el instrumento de adhesión del Protocolo Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aíre, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

3. En el año 2005 se logró la reforma al artículo 194 del Código Penal que anteriormente regulaba la trata de blancas; con la reforma se amplió el tipo penal a trata de personas, incluyendo modalidades de este flagelo, como prostitución forzada y la esclavitud, prostitución, pornografía u otra forma de explotación sexual, mendicidad, trabajos o servicios forzados, matrimonio servil, adopción irregular, esclavitud o prácticas análogas a ésta.  Dicha reforma fue adecuada a la legislación interna contenida en os instrumentos internacionales con el objeto de promover la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional y sus delitos, y así prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres, niños y grupos vulnerables de la población.  Esta reforma se realizó en el marco del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

4. La reforma incluye como agente activo del delito  a quien promueva, induzca, facilite, financie, colabore o participe en la captación, transporte, traslado, acogida o recepción de una o más personas, recurriendo a la amenaza, al uso de la fuerza, u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder, al plagio o secuestro, o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con  fines de explotación sexual, prostitución, pornografía u otra forma de explotación sexual; abarca mujeres y niñez. En dicho tipo penal se incluye la mendicidad, trabajos o servicios forzados, matrimonio servil, adopción irregular, esclavitud o prácticas análogas a ésta. 

Acuerdos de Paz:
1. Con fecha 3 de agosto del 2005 se aprobó la Ley Marco de los Acuerdos de Paz.  Lo importante de esta ley es que hace obligatorio el compromiso de Estado haciendo obligatorio el compromiso de Estado de cumplirlos como parte de los deberes constitucionales de proteger a la persona y la familia, de fomentar el bien común y de garantizar a sus habitantes la vida, la libertad, la justicia, la seguridad y la paz; entre ellos destaca el Acuerdo Global de Derechos Humanos y el de Identidad y Derecho de los Pueblos Indígenas.  Con relación a estos acuerdos, se citan por hacer especial referencia a la cooperación y apoyo a las instancias nacionales de protección de los derechos humanos, en específico a ofrecer su apoyo al Organismo Judicial y sus organismos auxiliares, al Ministerio Público, al Procurador de los Derechos Humanos y a la Comisión Presidencial para Contribuir al perfeccionamiento y consolidación de instancias nacionales de protección de los derechos humanos y del debido proceso penal.  Con respecto al acuerdo global sobre los pueblos indígenas, por hacer referencia a la lucha de discriminación legal y de hecho, tomando como medidas la promoción de la revisión ante el Congreso de la República de la legislación vigente para derogar toda ley y disposición que pueda tener implicación discriminatoria hacía los pueblos indígenas como su divulgación.

2. Con fecha 03 de febrero del 2006 el Congreso de la República dicta punto resolutivo para que las autoridades del Gobierno de la República a través de sus Ministerios de Relaciones Exteriores, de Educación y de Cultura puedan desarrollar programas educacionales para advertir a la juventud que debe rechazar y condenar sin reserva toda manifestación de intolerancia religiosa, la incitación, hostigamiento o violencia contra la persona o comunidades basada en su origen étnico o creencia religiosa, la represión e intolerancia en cuanto a migrantes, así como otras formas de discriminación y racismo.

A pesar de estos avances legislativos, aún existen algunos retos, entre ellos que se tipifique el acoso sexual como delito, el abordaje del femicidio, y se establezcan normas que regulen de forma específica lo relativo a los derechos laborales mínimos de las trabajadoras de casa particular, a propiedad y posesión de la tierra a favor de las mujeres y el acceso a créditos. 

En el año 1999 y 2005 se presentaron dos iniciativas con el fin de reformar el Código de Trabajo, para regular el régimen del trabajo doméstico, en relación a la jornada, salario, seguro social, horas extras, licencias para educación, derecho pre y post natal y el pago de la bonificación incentivo.  Cabe resaltar que la Coordinación de Organizaciones del Pueblo Maya Saqb’ihil –COPMAGUA-, presentó una iniciativa para tipificar el acoso sexual con agravante a la mujer indígena, la cual no prosperó en el Congreso de la República.  Las organizaciones de mujeres promovieron otra reforma para tipificar el delito de acoso sexual.  Las anteriores iniciativas se fusionaron en la iniciativa 2630 que contiene reformas al Código Penal, de la cual se hace referencia en el numeral 1 de este cuestionario.

1.2.
¿Se han aprobado este tipo de normas después de la ratificación de la Convención Belém do Pará por parte de su Estado?
Si, lo relativo a la derogatoria de los tipos penales de adulterio y concubinato, reforma a los artículos del Código Civil, lo relativo al delito de trata de personas, la vigencia de la Ley para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia Intrafamiliar, Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer y las referentes en las literales “g” a la “j”.


De haberse aprobado este tipo de normas:

a.
¿Existe sanción establecida para un agresor que hostiga, amenaza o pone en peligro la vida de la mujer atentando contra su integridad o perjudicando su propiedad? ¿Cuál es esa sanción?

El hostigamiento no se encuentra tipificado  como delito en leyes penales, ni en leyes laborales y administrativas.  Sin embargo si existe pena para el delito de amenazas o coacción, de seis meses a tres años. El Código Penal también penaliza ciertas acciones catalogadas como delitos contra la vida y la integridad de la persona, entre las que se encuentra el homicidio simple, los homicidios calificados como el parricidio y el asesinato, las lesiones y delitos específicos contra la libertad y seguridad sexual y contra el pudor.

b.
¿Existe pena asignada para las formas transnacionales de violencia contra la mujer, incluidas las migrantes, la trata de personas, especialmente mujeres, niñas y niños, y la prostitución forzada?

Sí.

¿Cuál es la pena?

Se establece la pena asignada que es de seis a doce años de prisión con aumento de la pena en una tercera parte, cuando la víctima  fuere una persona menor de edad, persona con discapacidad o de la tercera edad y si del hecho la víctima resultare con lesiones, la pena se aumentará hasta en dos terceras partes; en caso de fallecimiento se aplicará la pena que corresponda.

La reforma del citado artículo protege especialmente mujeres, niños, niñas y grupos vulnerables de la población.

Actualmente existe una propuesta de Ley contra la trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, el objetivo de esta ley es la prevención  y protección de víctimas de trata regulando lo relativo a albergues, ruta crítica de denuncia y otros aspectos relativos a la trata y violaciones a los derechos humanos de los migrantes, no es una ley punitiva ya que la penalización de este delito esta establecido en el artículo 194 del Código Penal, ya que por ley no puede haber doble penalización por el mismo delito.  

Esta propuesta está siendo consolidada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, posteriormente se dará a conocer a los integrantes del Grupo Interinstitucional de Cooperación contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes para su validación y toma de decisiones previo envío al Congreso de la República. 

c.
¿Sanciona el Código Penal u otra normativa jurídica la violencia sexual dentro del matrimonio? 

No existe un tipo penal específico de violencia sexual dentro del matrimonio, sin embargo, hay penas a aplicar  en determinadas acciones que ocasionen daños físicos, emocionales y/o sexuales a la víctima, principalmente los cometidos por personas que son parientes en los grados de parentesco establecidos por la ley entre las que se pueden citar:

· Lesiones que van desde específicas, gravísimas, graves y leves (artículo 144 al 147 del Código Penal).  Las penas oscilan de uno a dos años, de cinco a doce años, de tres a diez años, de 2 a 8 años y de 6 meses a 3 años respectivamente.

· Delito de agresión, artículo 141 del Código Penal cuya pena se considera debe ser reformada, ya que dicho delito contempla solo pena de multa.  Asimismo se debe de derogar la “excepción” de riña o pelea entre los dos, ya que dicho artículo establece que la agresión únicamente se da con armas y objetos capaces de causar lesión.

· Violación, de seis a doce años de prisión con agravación de la pena cuando concurren en la violación dos o más personas; cuando el autor  fuere pariente de la víctima, dentro de los grados de ley, o encargado de su educación, custodia o guarda; cuando como consecuencia del delito, se produjere grave daño a la víctima.

· Violación calificada, de treinta a cincuenta años de prisión y si la víctima no hubiere cumplido diez años de edad, se impondrá pena de muerte.

· Estupro mediante inexperiencia o confianza, seis meses a un año.

· Estupro mediante engaño, de uno a dos años.

· Estupro agravado, se aplicará las sanciones de los artículos anteriores aumentadas en dos terceras partes.

· Abusos deshonestos violentos, seis a doce años de prisión. 

· Rapto propio, prisión de dos a cinco años.

· Rapto impropio, de seis meses a un año.

· Rapto agravado, de cuatro a diez años de prisión en proporción a la edad de la raptada, si ésta fuere menor de doce años.

· Coacción, de seis meses a dos años.

· Amenazas, de seis meses a tres años.

d.
¿Contemplan las normas vigentes el acceso a reparación para las mujeres víctimas de la violencia?

No, específicamente.

La reparación al daño causado se encuentra regulada en forma general en el Código Civil estableciendo que toda persona que cause daño o perjuicio a otra, sea intencionalmente, sea por descuido o imprudencia, está obligada a repararlo. Asimismo con respecto a lesiones corporales la víctima tiene derecho al reembolso de los gastos de curación o al pago de los daños y  perjuicios que resultaren de su incapacidad corporal.  

La Ley Penal establece que toda persona responsable penalmente de un delito o falta lo es también civilmente, lo cual comprende la restitución, la reparación de los daños materiales y morales y la indemnización de perjuicios.

La restitución deberá hacerse de la misma naturaleza al daño causado, siempre que fuere posible, con abono de deterioro o menoscabo a juicio del tribunal.  La reparación se hará valorando la cantidad del daño material, atendiendo al precio y al tipo de afección del agraviado, si constare o pudiera apreciarse.  El acceso a dicha reparación es general para hombres y mujeres.

Cuando el titular de una acción sea un menor de edad o incapaz que carezca de representante, el Ministerio Público se encarga del seguimiento de la acción civil en la forma legal que corresponda. Sin embargo, para las organizaciones civiles que velan por los derechos de las mujeres dicha reparación no es concreta ni suficiente a favor de ellas.

e.
¿Existe sanción para los/las funcionarios/as públicos que no cumplen con la aplicación de las leyes de violencia?  Si existe, ¿cuál es la sanción?

En las leyes no existe una sanción concreta para los y las funcionarias públicas que no cumplen con la aplicación de leyes de violencia.  No obstante cuando un juez retarda la aplicación de justicia incurre en responsabilidad, existiendo tal normativa en la Ley del Organismo Judicial.

En el caso de los jueces, existe en el Código Penal los delitos de prevaricato, el retardo malicioso y denegación de justicia y el incumplimiento de deberes, los cuales tienen asignadas penas de prisión de uno hasta diez años.  También la conducta de los jueces genera responsabilidad disciplinaria, regulada en la Ley de la Carrera Judicial, vigente desde 1999.  De acuerdo a esta ley, las sanciones a imponer por faltas leves, graves y gravísimas, van desde la amonestación por escrito, la suspensión sin goce de salario, hasta la destitución. 

La Ley de Probidad y Responsabilidad de Funcionarios y Empleados Públicos establece la normativa y procedimientos para transparentar el ejercicio de la administración  pública y asegurar la observancia estricta de los preceptos constitucionales y legales en el ejercicio de las funciones públicas estatales; evitar el desvío de los recursos, bienes, fondos y valores públicos en perjuicio de los intereses del Estado; establecer los mecanismos de control patrimonial de los funcionarios y empleados públicos durante el ejercicio de sus cargos; y prevenir el aprovechamiento personal o cualquier forma de enriquecimiento ilícito de las personas al servicio del Estado y de otras personas individuales o jurídicas que manejen, administren, custodien, recauden o inviertan en valores públicos, determinando la responsabilidad en que incurren.

Dicha ley establece responsabilidad administrativa, responsabilidad civil y responsabilidad penal por acciones u omisiones realizadas en el ejercicio de sus cargos, ya sea con intención, negligencia, imprudencia, impericia o abuso de poder.

Las anteriores leyes coadyuvan la obligatoriedad de los funcionarios de cumplir el mandato de sus cargos, en este sentido dicha normativa incluye el cumplimiento de las leyes en general acorde al principio de que ninguna persona puede alegar ignorancia de la ley.

f.
¿Existen programas de tratamiento para agresores o perpetradores de actos de violencia?

Según informes de instancias gubernamentales y sociedad civil, no se cuenta con programas específicos de tratamiento para agresores o perpetradores de actos de violencia.  Sin embargo si existen a nivel de varias instituciones acciones para el tratamiento de agresores de violencia intrafamiliar y perpetradores de actos de violencia como los que se describen a continuación: 

· Específicamente el   Programa de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar -PROPEVI- de la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente –SOSEP- brinda terapia psicológica a los agresores de violencia intrafamiliar.

· La Procuraduría General de la Nación cuenta con una oficina específica de atención a casos de violencia intrafamiliar, la cual brinda orientación psicológica al agresor y la víctima,  da acompañamiento legal en cuanto a las medidas de seguridad.  Tal como lo resalta el Plan Nacional para la Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres –PLANOVI-, la responsabilidad específica le corresponde al Programa de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar -PROPEVI-.

Este Plan contiene los lineamientos estratégicos respecto a accionar a acciones para prevenir, atender, posicionar y reducir la violencia intrafamiliar y violencia contra la mujer agrupadas en las áreas de investigación, prevención y atención, considerando su nexo con el proceso de descentralización, la multiculturalidad y la condición interinstitucional.  Entre sus metas incluye la creación y funcionamiento del programa de atención para agresores.  

El Código Penal en caso de delitos como violación, estupro, abusos deshonestos, lesiones y otros, se pueden imponer a los autores de tales delitos las siguientes medidas de seguridad:

· Internamiento en establecimiento psiquiátrico.
· Internamiento en granja agrícola, industrial u otra análoga.
· Internamiento en establecimiento educativo o tratamiento especial.
· Libertad vigilada:
· Prohibición de residir en lugar determinado;
· Prohibición de concurrir a determinados lugares;
· Caución de buena conducta.
Estas medidas, pese a que se encuentran reguladas legalmente, no son de aplicación positiva en virtud de que el sistema penitenciario no es del todo rehabilitador.  En este sentido, existe actualmente en el Legislativo una iniciativa de Ley del Sistema Penitenciario que pretende mejorar este aspecto para la reinserción social y rehabilitación plena de las personas privadas de libertad.

g.
¿Existe alguna disposición legal o administrativa que haga obligatoria la capacitación permanente en materia de género para funcionarios públicos?

No existe una disposición legal obligatoria sobre capacitación en género para funcionarios públicos y operadores de justicia. Sin embargo, hay varias iniciativas en este sentido donde se aborda el tema de violencia, como las descritas a continuación:

· La Escuela de Estudios Judiciales introdujo el tema de género en los pensa que se imparten a los jueces de paz y de primera instancia.

· Se han implementado cursos a fiscales del Ministerio Público. 

· La Policía Nacional Civil capacita a los aspirantes y agentes policíacos en aspectos relacionados con la prevención de la VIF y  VCM.

· Varias universidades imparten cursos en el nivel técnico o de maestría, sobre investigación criminal y forense, con el objetivo de contribuir a la profundización de esta temática formando a un contingente humano, técnicamente sólido para la resolución de procesos penales.

· Durante 2004 y 2005 se impartió un post grado sobre Derechos Humanos y Género en  la Facultad de Derecho de la Universidad de San Carlos.

· La Secretaría Presidencial de la Mujer impartió dos diplomados para funcionarios/as de alto nivel, el primero “Género, Pobreza y Políticas Públicas” en el año 2002. Asimismo impulsó el diplomado a distancia “Planificación para el Género, Descentralización y Políticas Públicas” en el año 2003.  

· La Secretaría Presidencial de la Mujer también presentó  al  Programa Estratégico de Formación Profesional del Sector Público 2004 – 2008, del Instituto Nacional de Administración Pública –INAP-, encargado de la formación de funcionarias y funcionarios públicos, una propuesta para transversalizar el enfoque de equidad de género en la profesionalización de los servidores públicos.  Además, la Secretaría participó en el Diplomado de Gerencia Pública, impartiendo temas relacionados con la situación y posición de las mujeres y se hicieron gestiones para incluir aspectos de género en los cursos de Gerencia Social que el INAP y el Instituto Interamericano para el Desarrollo Social –INDES- realizan con personal directivo de las distintas dependencias gubernamentales.  Se hizo una propuesta similar para el pensum de bachillerato por madurez, que el INAP desarrolla.

· En el Instituto Nacional de Estadística –INE-, se han desarrollado talleres de sensibilización en género para todo el personal.  Además se realizó una actividad relacionada con género, producción estadística y un diálogo para visualizar las relaciones de mujeres y hombres en el marco de los derechos humanos.

En general se percibe un creciente interés por abordar el tema de género a través de distintas capacitaciones en instituciones del Estado.

Cabe mencionar que la obligatoriedad de informar y capacitar a los servidores públicos y a la sociedad sobre esta temática de género y los derechos de las niñas y mujeres se encuentra plasmada en los acuerdos y tratados internacionales, ratificados por el Estado de Guatemala.  Sin embargo, a lo interno del país hace falta una norma ordinaria que obligue para que los funcionarios públicos sean capacitados en género. De conformidad con el Decreto 10-96 se instituye una semana de actividades en el marco del Día Internacional de la Mujer de fecha 7 de marzo de 1996, del Congreso de la República; de acuerdo a lo anterior existe la obligatoriedad de realizar actos y eventos que tiendan a la información y divulgación de los derechos humanos de las mujeres.

2.
¿Se ha adoptado un plan de acción o una estrategia nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer?


Existe:


El Plan Nacional de Prevención de Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres –PLANOVI- 2004-2014, es considerado como una estrategia nacional, responsabilidad de la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra de la Mujer  CONAPREVI, la cual funciona con carácter coordinador, asesor e impulsor de políticas públicas relativas a reducir la violencia intrafamiliar y la violencia contra la mujer teniendo su mandato en lo preceptuado por la Convención de Belem Do Pará.  La CONAPREVI surge dentro del marco normativo del Reglamento de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, su mandato  establece la coordinación con las instituciones públicas y privadas para atender, sancionar, y erradicar el problema de VIF  y VCM. El PLANOVI responde  al cumplimiento del mandato de la CONAPREVI cuyo mayor desafío es la eliminación de este flagelo.

Este plan contiene los lineamientos estratégicos respecto a acciones para prevenir, atender, posicionar y reducir la violencia intrafamiliar y violencia contra las mujeres, agrupadas en las áreas de investigación, prevención y atención, considerando su nexo con el propósito de descentralización, la multiculturalidad y coordinación interinstitucional. Plantea las acciones a realizar en el período 2004-2014, contiene  las acciones de atención integral a sobrevivientes, prevención, erradicación y el fortalecimiento institucional como puntos focales de la estrategia.  En su contenido fueron consideradas las políticas públicas en materia de promoción y avance de las mujeres y otros planes operativos existentes en el ámbito nacional. Las organizaciones de mujeres han apoyado la implementación de este Plan, expresando su compromiso con la causa de las mujeres; sin embargo consideran que el mismo no cuenta con recursos suficientes para su aplicación, observando que se ejecutan acciones aisladas y con la misma orientación por otras entidades del Estado. 


Existen otros planes y estrategias que coadyuvan a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, entre los que se destacan:

1. Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes en Guatemala, está siendo impulsado por un grupo articulador integrado por instancias de gobierno y ONG’s. Cuyos principales objetivos estratégicos y programas son los siguientes:

· Prevenir la existencia de factores sociales, económicos, políticos y culturales, que sitúan a niñas, niños y adolescentes en riesgo de ser involucrados en la problemática de la explotación sexual comercial, fortaleciendo la capacidad de apoyos individuales y colectivos de las instituciones oficiales, no gubernamentales y populares, en especial de las propias niñas, niños y adolescentes.  Los programas que responde a este objetivo son la sensibilización, la educación y la movilización social.

· Atender a la niñez y adolescencia víctima de explotación sexual comercial para brindarles oportunidades dignas de existencia y opciones atractivas de sobrevivencia, como un elemento clave en su rehabilitación y reincorporación a sus entornos familiares, comunitarios y sociales.  Los programas de este objetivo son salud, educación / capacitación ocupacional, rehabilitación y reinserción.

· Garantizar la aplicación de la justicia en la persecución de los delitos relacionados con la explotación sexual comercial contra niños, niñas y adolescentes, garantizar la seguridad de los/las operadores/as de justicia en el cumplimiento de sus deberes, obligaciones y eliminar la corrupción y la colusión desde entidades oficiales, para lo cual es imperativo fortalecer el sistema de justicia y su institucionalidad.  Los programas de este objetivo son adecuación legal, promoción de una ley específica, promoción de un convenio regional, ampliación institucional del sistema de justicia.

· Profundizar en el conocimiento de la explotación sexual comercial a niñas, niños y adolescentes para fortalecer continuamente los diferentes objetivos y programas de prevención, atención y justicia del presente plan.  Este plan fue adoptado por la Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia, como política pública en el año 2001.

2. Plan Nacional para la Prevención y Eliminación del Trabajo Infantil y Protección a la Adolescencia Trabajadora, el cual es impulsado por la Comisión Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil y Protección de la Adolescencia Trabajadora, integrada por Ministerios, Secretarías, ONG’s, iniciativa privada e instancias de cooperación internacional. Dicho plan tiene por objeto erradicar el trabajo infantil como una de las peores violaciones a los derechos humanos de los niños y niñas, entre las que resalta el trabajo doméstico, agrícola, urbano, etc. y en donde se ha evidenciado según estudios que las niñas y adolescentes trabajadoras son sujetas de violaciones y abusos sexuales.  No existe fecha exacta  donde se oficializa dicho plan.

3. La Política Nacional de Prevención de la Violencia Juvenil y Plan Nacional de Prevención de la Violencia Juvenil que está bajo la coordinación de la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos –COPREDEH- y la Comisión Nacional para la Prevención de la Violencia Juvenil y Promoción de Valores Integrales de Convivencia –CONAPREPI-, se basa en el concepto de seguridad humana de la Organización de las Naciones Unidas la cual contiene acciones estratégicas de intervención, prevención y sensibilización sobre la violencia juvenil, incluyendo la prevención de la VIF.
Como estrategia nacional se tiene las siguientes:

1. El Ministerio de Relaciones Exteriores, a finales del 2003, conformó el Grupo Interinstitucional de Cooperación y Combate a la Trata de Personas integrado por Ministerios y Secretarías de Estado.  Entre los logros más significativos de este grupo se encuentran las reformas al artículo 194 del Código Penal (Trata de Personas).

2. El Pacto Nacional por la Seguridad Integral de las Mujeres Guatemaltecas, impulsado por la Secretaría Presidencial de la Mujer, contiene acciones en cumplimiento de su mandato como coordinadora y asesora de políticas públicas a favor de las mujeres en el marco de  la Política Nacional de Promoción y Desarrollo de las Mujeres Guatemaltecas. 

3. A fines del 2005 se conformó una comisión integrada por los tres organismos del Estado para atender de forma específica el femicidio, coordinada por la Secretaría de la Mujer, cuyos principales ejes políticos son la investigación sobre femicidio, incidencia y cabildeo, comunicación, capacitación y formación.

4. El Plan de la Política de Persecución Penal del Ministerio Público cuya finalidad es organizar y definir los principales pilares políticos sobre los que debe ser desarrollada la actividad de persecución penal por parte de los distintos órganos del Ministerio Público, y en donde se espera la intervención no sólo de los órganos internos de dicho Ministerio, sino el de diversos sectores sociales organizados que deseen aportar para su fortalecimiento.

La Red de la No Violencia contra las Mujeres, hacen referencia que algunas de las instituciones del Estado (SEPREM, PROPEVI) realizan acciones aisladas que no responden a las estrategias planteadas en el PLANOVI.

2.1.
¿Cuál es el organismo encargado del diseño de dicho plan de acción o estrategia general nacional?

En el caso del PLANOVI 2004 – 2014 el encargado del diseño de dicho plan corresponde a la CONAPREVI.  

2.2.
¿Cuál es el organismo encargado de la aplicación de dicho plan de acción o estrategia? 

1. En cuanto al Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar y Contra las Mujeres:

· CONAPREVI (coordina)

· Secretaría Presidencial de la Mujer

· Ministerio Público

· Instituto Nacional de Estadística

· Red de la No Violencia contra las Mujeres

· Estadística Judicial

· Policía Nacional Civil

2. Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial de Niñas, Niños y Adolescentes, dicho plan es implementado e impulsado por el Grupo Articulador integrado por:

· Secretaría de Bienestar Social (coordina)

· Procuraduría General de la Nación

· Secretaría Presidencial de la Mujer

· Instituto Guatemalteco de Turismo –INGUAT-

· Casa Alianza

· Proyecto Acción SIDA de Centroamérica –PASCA-

· Comisión Nacional contra el Maltrato Infantil –CONACMI-

· Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia –UNICEF-

· Red para eliminar la prostitución, pornografía infantil, tráfico de niños y niñas con propósitos sexuales -ECPAT Guatemala-

· Visión Mundial

3. Plan Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil

· Ministerio de Trabajo y Previsión Social (coordina)

· Ministerio de Agricultura

· Ministerio de Salud Pública

· Ministerio de Educación

· Instituto Guatemalteco de Seguridad Social

· Secretaría Presidencial de la Mujer

· Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras –CACIF-

· Ministerio de Cultura y Deportes

· Fundación Esperanza de los Niños

· Saven Children’s Noruega

· GTZ 

· UNICEF

· Programa Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil -IPEC  de la Organización Internacional del Trabajo –OIT-

· Asociación Nacional de Municipalidades de Guatemala –ANAM-
4. Plan Nacional de Prevención de la Violencia Juvenil y Plan Nacional de Prevención de la Violencia  Juvenil
· Comisión Nacional de Prevención  de la Violencia y Promoción Integral de Valores de Convivencia -CONAPREPI- (ente rector)
· COPREDEH

· Ministerio de Gobernación

· Secretaría de Bienestar Social

· Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente

· Consejo Nacional de la Juventud

· Secretaría Presidencial de la Mujer

· Ministerio de Cultura y Deportes

· Ministerio de Educación

En relación a las estrategias:

1. Grupo Interinstitucional contra la Trata de Personas

· Ministerio de Relaciones Exteriores (coordina)

· Secretaría de Bienestar Social

· Secretaría Presidencial de la Mujer

· Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social

· Ministerio de Trabajo y Previsión Social

· Procuraduría General de la Nación

· Ministerio Público

· Dirección General de Migración

· Ministerio de Gobernación

· Policía Nacional Civil

· PASCA

· UNICEF

· ECPAT Guatemala

2. Pacto Nacional por la Seguridad Integral de las Mujeres

· Secretaría Presidencial de la Mujer (coordina)

· Ministerios y Secretarías del Organismo Ejecutivo

· Organizaciones de la sociedad civil

· Municipalidades

3. Comisión Específica del Abordaje del Femicidio

· Organismo Ejecutivo (coordina Secretaría Presidencial de la Mujer)

· Organismo Legislativo

· Organismo Judicial

4. Plan de Política de Persecución Penal del Ministerio Público.
· Ministerio Público (coordina)
¿Existen estrategias intersectoriales integradas? Sí existen

Si existen, las mencionadas en la respuesta anterior.

La Secretaría Presidencial de la Mujer, por ser entidad de Gobierno al más alto nivel encargada de asesorar y coordinar políticas públicas para promover el desarrollo integral de las mujeres, preocupada de la situación de inseguridad, las diferentes manifestaciones de violencia que enfrenta diariamente la población guatemalteca, especialmente las mujeres y los otros grupos en situación de vulnerabilidad, a implementado un proceso reflexivo en torno a la propuesta para suscribir un Pacto Nacional por la Seguridad Integral de la Mujeres Guatemaltecas, lo que constituye un acuerdo y un compromiso político - social amplio y representativo, resultado de un proceso de consulta que conlleva al desarrollo de acciones conjuntas entre Estado y sociedad civil  basadas en las demandas y propuestas priorizadas identificadas por la ciudadanía en un proceso de consulta participativa. El objetivo central es el de promover un acuerdo nacional que genere la movilización de apoyos políticos, sociales y financieros para la promoción e implementación del marco de políticas públicas en materia de seguridad, desde la perspectiva de integralidad basada en la promoción y protección de los derechos humanos de mujeres y hombres de todos los grupos socioculturales que conforman la nación guatemalteca.

¿Qué agencias participan en ellas?

La respuesta de esta pregunta quedó establecida en el numeral 2.2

2.3.
¿Se han realizado evaluaciones del plan de acción o estrategias realizadas? 

Con relación a las evaluaciones no se han realizado. 

Si se han realizado, ¿qué resultados se han obtenido hasta el momento?

No se han tenido resultado porque no hay evaluaciones.

Si no se han realizado evaluaciones ¿está previsto realizarla? ¿En qué plazo?

Con relación al PLANOVI, no se ha realizado un proceso de evolución que permita sistematizar los resultados y establecer el impacto que ha tenido en la reducción de la VIF y la VCM. 

2.4.
¿Esta prevista una revisión periódica del plan de acción o estrategia en base a los resultados obtenidos en las evaluaciones de su implementación?

Las organizaciones de mujeres han evaluado y apoyado la implementación del PLANOVI.

Según manifiesta la Red de la No Violencia contra las Mujeres el PLANOVI no cuenta con recursos financieros, algunas organizaciones de mujeres han evaluado y apoyado la implementación del PLANOVI.  Pese a ello los resultados de las evaluaciones no han sido socializadas con las instituciones del Estado. 

2.5.
¿Cómo se articulan las estrategias a niveles provinciales y municipales?

El PLANOVI dentro de sus principios rectores establece la descentralización, multiculturalidad y coordinación interinstitucional. Esto lo establece por ser una estrategia de consenso nacional. 

El PLANOVI no debe verse como un esfuerzo aislado, sino como una propuesta integradora de las políticas nacionales existentes y necesarias, hacia la búsqueda de la erradicación de la violencia intrafamiliar y en contra de las mujeres, contando con la participación y el compromiso de instituciones públicas y privadas a nivel departamental y municipal.

3.
¿Se ha establecido un mecanismo a nivel nacional para hacer el seguimiento de la implementación de la Convención Belém Do Pará?

De conformidad con el artículo 13 de la Ley para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia Intrafamiliar decreto 97-96 del Congreso de la República, corresponde a la Procuraduría General de la Nación vigilar el cumplimiento de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. De conformidad con el artículo literal c) del reglamento de la Ley para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia Intrafamiliar acuerdo gubernativo N° 831-2000, son atribuciones de la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra la Mujer, vigilar el cumplimiento de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. 

El mecanismo existente es a través de coordinación interinstitucional en las diferentes comisiones y redes que existen al respecto.

Si se ha establecido el mecanismo: 

¿Cuál es el organismo encargado de hacer su seguimiento a nivel nacional?

CONAPREVI

Asimismo, COPREDEH coordina el Foro Permanente de Derechos Humanos, integrado por los distintos Ministerios y Secretarías de Estado, cuyo objetivo es monitorear el funcionamiento de cada instancia de gobierno. Es el órgano responsable de elaborar informes, informes temáticos y de los respectivos comités, a efecto de verificar el cumplimiento del Estado de Guatemala con relación a los compromisos asumidos en los diversos tratados internacionales, además verificar el cumplimiento de las recomendaciones de los diferentes relatores.


No de manera general, sin embargo en la Comisión de la Mujer y Comisión de Gobernación se han hecho algunos esfuerzos para abordar la temática (reuniones, seminarios, conferencias)

4.1.
¿Se han realizado seminarios de violencia contra la mujer destinados a dicha audiencia?

La Red de la no Violencia plantea que se han realizado esfuerzos fundamentalmente por organizaciones de mujeres, e insuficientes por parte de instituciones del Estado.

4.2.
¿Se han coordinado visitas de expertas/os en violencia contra la mujer a las legislaturas?

Se ha contado con el apoyo de expertas nacionales e internacionales de visibilizar el fenómeno del feminicidio como la forma extrema de VCM en el marco de los diálogos interparlamentarios sobre violencia feminicida en México, Guatemala y España.

4.3.
¿Se ha distribuido información respecto de violencia contra la mujer a las legislaturas nacionales, provinciales y locales?

A partir del 2005 no se cuenta con legislatura provincial y local, si se ha distribuido información a nivel de comisiones específicas en el tema.

4.4.
Otras formas (descríbalas)

Se han realizado reuniones de trabajo entre la Comisión de la Mujer del Congreso, COPREDEH, la Defensoría de la Mujer Indígena- DEMI- y la Secretaría de la Mujer  para coordinar acciones y visibilizar limitantes.  Dentro de esta misma instancia se ha dialogado sobre la importancia del papel de las parlamentarias y parlamentarios que permita acelerar los procesos en el marco legal. 


5.
¿Existen comisiones legislativas especializadas en temas de género? 

En el 2004 se reformó el reglamento orgánico del Congreso en donde se individualizó la Comisión de la Mujer.


El Congreso de la República, para el cumplimiento de sus funciones,  integra comisiones específicas que constituyen órganos técnicos de estudio y conocimiento de los diversos asuntos que se someten a consideración.  Entre estas se encuentra la Comisión de la Mujer como mecanismo responsable de:

a) Elaborar proyectos de ley, dictámenes, estudios e investigaciones

b) Emitir opinión sobre leyes o disposiciones legales

c) Proporcionar orientación científica y técnica a las comisiones de  trabajo del Congreso, para consolidar la producción normativa del Congreso de la República.

Si existen:

5.1.
¿Cómo opera su funcionamiento en el orden de las legislaturas nacionales?

Cada comisión elige presidente, vicepresidente y secretario. 

Sesiona periódicamente con la presencia de la mayoría de sus miembros.   Dentro de un plazo que no exceda 60 días, contados a partir de que se reciban los expedientes con el tema tratado, las comisiones deberán presentar a consideración del Congreso los informes o dictámenes que le sean requeridos, teniendo en cuenta que su principal objeto es ilustrar al pleno con sus conocimientos y los estudios que hay en relación  a su informe o dictamen, la comisión debe adjuntar el respectivo proyecto de decreto o resolución cuando así proceda.

5.2.
¿Cómo opera su funcionamiento en el orden de las legislaturas provinciales?

No existen.

II.
ACCESO A LA JUSTICIA

1.
¿Existen trámites expeditos y normados para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de la violencia y la responsabilidad de los perpetradores de dicho actos de violencia?

No, a pesar de los esfuerzos que realizan las instituciones y las organizaciones de mujeres.  Sin embargo, el Organismo Judicial esta poniendo especial interés en incorporar la perspectiva de género en el sistema de justicia guatemalteco, organizando y desarrollando talleres, cursos y foros para capacitar a jueces y demás personal en cuanto a la aplicación de justicia en una forma expedita, asimismo se está trabajando en la ampliación de los servicios judiciales, con lo que se persigue garantizar la solución rápida, gratuita, segura y transparente de los litigios a favor de las mujeres. 

Para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de la violencia existen el debido proceso en las leyes específicas como por ejemplo el Código Procesal Penal y el Reglamento de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar.  Con mucha dificultad se está logrando brindar a las mujeres que son víctimas de violencia el acceso a la justicia.

Se han creado juzgados de paz móviles, aunque los mismos no necesariamente favorecen trámites expeditos, a pesar que en dichos juzgados se impulsa la mediación y conciliación, lo que muchas veces conlleva a que las mujeres víctimas de violencia sean aún más vulneradas en sus derechos.

Se pretende facilitar el acceso a la justicia de las mujeres, con la creación de más juzgados de familia con personal capacitado y sensibilizado,  dotándolo de un equipo de trabajo multidisciplinario donde los jueces y operadores de justicia presten un servicio con trato humano.  Con lo que se espera contar con recurso humano y tecnológico que facilite para las mujeres sus trámites de denuncia.

Con relación al Ministerio Público se pretende viabilizar el proceso de investigación, asimismo se han creado cuatro fiscalías de delitos contra la vida, que atienden de oficio en la ciudad capital en las cuales se brinda una atención expedita.

1.1.
¿Ante qué autoridad debe realizarse la denuncia? 

Las denuncias pueden ser presentadas en las siguientes instituciones:

· Ministerio Público, por medio de la Oficina de Atención Permanente

· Procuraduría General de la Nación

· Policía Nacional Civil

· Juzgados de Familia y por razones de horario o distancia, las denuncias pueden ser presentadas en los juzgados de Paz Penales

· Bufetes populares

· Procuraduría de los Derechos Humanos

· DEMI

De conformidad con el decreto 97-96 artículo 4to. Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, los casos de violencia intrafamiliar son tramitados en la Fiscalía de la Mujer del Ministerio Público, Juzgados de Familia y Juzgados de Paz Penal. 

Con relación a casos de muertes a mujeres, actualmente el Ministerio Público cuenta con 4 fiscalías de delitos contra la vida, 2 fueron creadas en septiembre y 2 en diciembre del 2005.  Dichas fiscalías prestan atención en la ciudad de Guatemala, las que brindan el servicio por conocimiento de oficio.

1.2.
Las oficinas a cargo: 


No hay suficientes órganos ni personal para atender los casos de violencia.  Actualmente se realizan gestiones ante el Congreso de la República para obtener los recursos económicos que permitan fortalecer a las instituciones existentes y ampliar la cobertura.  Es necesaria la aplicación del modelo único de atención, lo cual debe ser abordado en las leyes penales.

1.3.
¿Existen comisarías y otros servicios especializados en temas de la mujer que cuenten con perfiles y protocolos de actuación para la atención de las víctimas en sus propios idiomas?

Algunas instituciones cuentan con servicios en toda la República, pero ninguna toma en cuenta los diversos idiomas de las regiones.  Solamente la defensoría de la Mujer Indígena pero es limitada.  Atiende en los diversos idiomas, las diferentes particulares situaciones de vulnerabilidad, indefensión y discriminación de la mujer indígena en los diversos idiomas, se da asimismo un acompañamiento en el seguimiento a denuncia, sin embargo para la situación de violencia que viven las mujeres no es suficiente la asesoría que brinda esta instancia.

Con relación a comisarías la Policía Nacional Civil cuenta con 27 comisarías distribuidas en 6 distritos en toda la República las cuales no cuentan actualmente con interpretes en los diferentes idiomas: 

1. El Ministerio Público cuenta con la Fiscalía de la Mujer, Niñez y Adolescencia, tiene cobertura en la ciudad capital, asimismo existen Fiscalías de la Mujer en los municipios de Villa Nueva y Quetzaltenango, se han creado cuatro fiscalías de delitos contra la vida, las que actualmente no cuentan con auxilio de interpretes. 

2. Se amplió la cobertura para el conocimiento de casos de violencia intrafamiliar y algunos delitos contra las mujeres al establecer dicha competencia en las Fiscalías municipales y distritales, que existen en el interior del país.

3. Por otro lado, la Oficina de Atención Permanente del Ministerio Público es la encargada de la recepción de denuncias, la cual funciona con 34 fiscalías distritales.

4. En el proyecto de reforma al Organismo Judicial, se han creado 24 centros de mediación de justicia y juzgados móviles, ubicados en el interior del país.  Estos centros apoyan al sistema de justicia en la resolución de conflictos y disputas, brindan atención personalizada y deben garantizar confidencialidad del proceso.

Dichos centros de mediación y juzgados cuentan con interpretes sin embargo la mediación no se considera idónea a favor de las mujeres.

1.4.
En promedio, ¿cuánto tiempo transcurre entre la recepción de la denuncia hasta la adopción de medidas especiales de protección de la integridad física y psíquica y la propiedad de las mujeres objeto de violencia? 

El plazo establecido en la Ley entre la recepción de denuncia no debe exceder de 24 horas.  Con respecto a medidas en caso de delitos se debe de tomar en cuenta el plazo de 3 meses establecido en el Código Procesal Penal, período en el cual se dicta auto de aprehensión contra el sindicado o presunto responsable, se puede dictar medidas de coerción para garantizar la multa o la reparación.  En los casos de los delitos sancionados con multa, el Ministerio Público podrá requerir el embargo de bienes u otra medida sustitutiva para asegurar el plazo.

Con relación a violencia intrafamiliar, las instituciones receptoras deben remitir las denuncias en un plazo de 24 horas a un juzgado de familia o de paz penal para que dicten las medidas de protección a favor de las víctimas.  

Depende de la voluntad del funcionario que atiende la denuncia, ya que el plazo puede ser de horas a meses sin tener respuestas favorables.

1.5.
¿Existen medidas para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia, familiares y testigos?  

No existe, pero si un programa de protección que se está fortaleciendo.



Si existen,  ¿cuáles son?

No

1.6.
¿Existe asesoría legal gratuita a la que puedan acceder las mujeres víctimas de violencia? 

Las instancias que brindan asesoría legal gratuita son:

· La  Defensoría de la Mujer Indígena –DEMI-, en sus 6 oficinas departamentales 

· El Organismo Judicial, en sus 24 centros de mediación de justicia para la resolución de conflictos y disputas de toda índole

· Los Bufetes Populares, Universidad de San Carlos de Guatemala, Universidad Rafael Landívar, Universidad Francisco Marroquín, Universidad del Valle y Universidad Mariano Gálvez. 

· La Secretaria de Obras Sociales de la Esposa del Presidente, por medio del Programa de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar –PROPEVI-.

· La Procuraduría General de la Nación

· En materia laboral, existen las Inspecciones de Trabajo departamentales, y la oficina al trabajador.

Cabe resaltar que en materia penal el servicio de asesoría legal por los bufetes quedó limitada a partir de la vigencia del nuevo Código Procesal Penal.

1.7.
¿Se fomenta la creación de grupos de profesionales que presten colaboración a las víctimas de violencia para la realización de los trámites pertinentes destinados a la protección de la mujer y la sanción del agresor? 

Si, por parte de la sociedad civil el Grupo Guatemalteco de Mujeres –GGM-, impulsa iniciativas que buscan la construcción y la consolidación de una sociedad equitativa, incluyente y tolerante, abriendo espacios, transmitiendo mensajes y multiplicando propuestas a favor de las mujeres.  Dentro de sus capacidades se encuentra el brindar asesoría en estrategias de comunicación, capacitaciones especializadas en los temas de Violencia contra las Mujeres, Derechos Humanos de las Mujeres, Derechos Sexuales y Reproductivos, Ciudadanía y Auditoría Social, y asesoría legal.

Dentro de las instancias gubernamentales el Gabinete de Psicología de la Academia de la Policía Nacional Civil,  cuenta con un equipo de psicólogos y psicólogas clínicos y una psicóloga forense, siendo una de sus funciones capacitar sobre diversos temas, a través de charlas y conferencias, dirigidas a alumnos y alumnas y demás personal que lo solicita. Asimismo se brinda orientación psicoterapéutica a quienes lo requieran.

La Defensoría de la Mujer Indígena en el año 2005 implementó la Unidad de Psicología para la atención inmediata de las víctimas.

La Unidad de Psicología del Organismo Judicial es una dependencia creada con el fin de auxiliar a los jueces proporcionándoles mayores elementos que describan profundamente el conflicto intrafamiliar.  Brinda un servicio especializado a través de estudios e investigaciones psicológicas de los grupos familiares motivando a los usuarios cambios de conducta.

En el período comprendido del 2004 al 2005, se implementó el curso de especialización en medicina legal y forense con carácter de postgrado, por iniciativa de la Facultad de Ciencias Médicas, Odontología, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de San Carlos de Guatemala. con la participación de profesionales (abogados/as, fiscales, odontólogos y médicos), en dicho postgrado se impartieron temas específicos sobre violencia contra la mujer e intrafamiliar.  Como producto de este postgrado se creó la Academia Guatemalteca de Ciencias Legales y Forenses, cuyo objetivo es coadyuvar los conocimientos en las instituciones encargadas de administrar justicia.
1.8.
¿Existen modelos de intervención para aquellas personas que han perpetrado actos de violencia contra la mujer?

No existen

2.1.
¿Se efectúa una supervisión de los/as funcionarios/as encargados/as de atender y dar curso a los procesos sobre violencia contra la mujer?

La Policía Nacional Civil tiene control semanal de los casos que las Oficinas de Atención a la Víctima atienden, especialmente los relacionados con el tema de violencia contra la mujer.

En el Ministerio Público existe la Supervisión General, que aleatoriamente efectúa supervisión sobre acciones ejecutadas por los distintos órganos fiscales y todas las dependencias del Ministerio Público, para monitorear su eficiencia.  La Secretaría de Política Criminal de esta institución, en coordinación con la agrupación Madres Angustiadas ha distribuido afiches en donde se indica que cualquier persona que no reciba la debida atención, puede presentar la denuncia correspondiente. 

El Organismo Judicial cuenta con la Supervisión de Tribunales.

2.2. ¿Están informados/as de las penas de las que son posibles en caso de inacción y/o faltas de conducta respecto de los procesos de violencia contra la mujer?

La formación que actualmente tiene el personal de la Policía Nacional Civil, Organismo Judicial y Ministerio Público incluye este aspecto.
2.3.
¿Los/as funcionarios/as encargados de procesar las denuncias de violencia reciben capacitación en materia de perspectiva de género y sobre prevención, sanción y erradicación de la violencia? 

En el Organismo Judicial, la Dirección de Capacitación Institucional ha realizado convenios con instancias indígenas para la realización de talleres y seminarios con el propósito de capacitar en el conocimiento de los derechos indígenas con enfoque de género.

La Policía Nacional Civil desarrolla programas nacionales de capacitación con contenidos sobre derechos humanos, estos cursos se encuentran orientados  a prevenir y erradicar todos aquellos actos de discriminación contra la mujer, con referencia a la Carta Magna y leyes ordinarias que desarrollan el principio de igualdad y el valor de la dignidad, basándose en el lor de la dignidad, pueda comunicarse en idiomas vern trato humano.tidad economia eje central de los derechos inherentes a la persona.

Con apoyo de la Coordinadora de Organizaciones de la Sociedad Civil de Guatemala y la Universidad de San Carlos, se capacita permanentemente a instructores policiales y docentes en general por medio del Diplomado en Derechos Humanos, a través del cual se ha brindado una particular atención al conocimiento del fenómeno de la violencia intrafamiliar, toda forma de discriminación contra la mujer y la aplicación del enfoque de género.  

En el caso del Ministerio Público, su personal fiscal y el de las oficinas de atención a la víctima, constantemente recibe capacitación sobre el tema.  Actualmente se está promoviendo que quienes reciban denuncias sean mujeres para dar confianza a las denunciantes.

3.
¿Existe un sistema de apoyo diseñado para atender las necesidades inmediatas de las mujeres víctimas de violencia? 

Si, el personal policial recibe capacitación sobre procedimientos policiales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, aplicando específicamente el artículo 10 de la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, la cual faculta para intervenir en estos casos.

En el Ministerio de Salud, toda usuaria/o de servicios de salud, al ingreso ya sea en hospitalización, consulta externa o emergencia llena un documento específico para darle seguimiento a su expediente   identificando la causa de violencia, lesión o trauma; en casos de violación se siguen los Protocolos específicos para violencia sexual y de VIH/SIDA; en casos de homicidio, el médico forense certifica la causa de muerte. El resto de pasos en el proceso compete a otras instancias como la Defensoría de la Mujer de la Procuraduría de los Derechos Humanos –PDH-, Policía Nacional Civil, Procuraduría General de la Nación, Ministerio Público.

Si la respuesta es afirmativa:

3.1.
¿Existen líneas telefónicas gratuitas de emergencia para asesorar a mujeres víctimas de violencia en todo el país?  

Actualmente la Policía Nacional Civil ha habilitado las líneas gratuitas 110 y 120 a las que tiene acceso toda la población.  PROPEVI cuenta con la línea del 1515 para cualquier consulta o asesoría gratuita, con relación a la línea 1515 se presenta una limitante en casos de emergencias o situaciones de alto riesgo en virtud a que PROPEVI no es receptor de denuncias respecto a VIF, por lo que la transfiere a comisarías específicas.  

Si bien es cierto existe el servicio, se presentan algunas limitantes que requieren su fortalecimiento en particular en lo que se refiere a capacitación del personal. En ambos casos es necesario capacitar al personal.

3.2.
¿Existen refugios distribuidos geográficamente destinados a mujeres víctimas de violencia y al cuidado de sus hijos/as? Si existen, ¿son de carácter público, privado o ambos?

Para prestar asesoramiento jurídico, médico y psicológico y proporcionar servicios sociales que incluyan centros de acogida, información profesional de las víctimas y sus familias existe un albergue implementado por la PDH, así mismo existen 2 refugios para mujeres en crisis coordinados por la Secretaría de Bienestar Social.  

Esta misma Secretaría logró la creación, implementación y apertura de un hogar en Quetzaltenango para la atención y el apoyo a niñas, niños y adolescentes migrantes,  cuyo objetivo es brindar protección y abrigo a los niños y adolescentes que estén bajo su tutela mientras dura el proceso de retorno y reinsersión de los mismos a su familia. Cuenta también con hogares temporales en Zacapa, Antigua Guatemala y 2 en la ciudad capital.


La Policía Nacional Civil y PROPEVI están coordinando acciones en la viabilizar el funcionamiento de dos albergues, además se promueve con la municipalidad de Villa Nueva del departamento de Guatemala el funcionamiento de un albergue para mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, por ser este uno de los municipios con mayor índice de violencia contra la mujer.

El Hogar Nuevos Horizontes en Quetzaltenango, presta atención médica, psicológica, jurídica, alimentación, hospedaje y enseñanza de oficios para mujeres sobrevivientes de violencia.

Existen alternativas de apoyo que las organizaciones de mujeres han implementado para garantizar la seguridad e integridad de las mujeres sobrevivientes de VIF y  VCM.

Si existen, ¿son de carácter público,  privado o ambos?

Públicos:

· 3 Albergues

· 2 Refugios

· 5 hogares temporales

Privados:

· 1 Hogar

3.3.
La distribución geográfica de los refugios, ¿es apropiada a la cantidad de denuncias de violencia recibidas? 




No es suficiente.
3.4.
¿Se fomenta la creación de grupos de autoayuda de mujeres afectadas por la violencia? 

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, a nivel local, ha formado grupos de autoayuda apoyados por profesionales de los servicios de salud, los cuales procuran la coordinación con otras instituciones para brindar una atención integral. 

Varias organizaciones de mujeres también han implementado acciones en este sentido, como es el caso de la Red de las Facilitadoras de Grupos de Autoayuda y Apoyo a nivel nacional.

3.5.
¿Qué tipo de servicios de orientación familiar gratuito hay disponibles en el país? 

Los servicios del Ministerio de  Salud Pública, de la Secretaría de Bienestar Social, PROPEVI-SOSEP, del Ministerio Público, y otras instituciones del Estado son gratuitos. Las organizaciones de mujeres cuentan con programas de atención integral también gratuitos a pesar de los recursos financieros limitados.

3.6.
¿Qué tipo de programas de rehabilitación de la mujer víctima de violencia se implementan? 

El Ministerio de Salud, a través del Programa Nacional de Salud Mental, incluye entre sus componentes de la atención la temática de violencia basada en género, intrafamiliar y  general.  El abordaje se da en forma integral considerando todos los grupos etáreos, priorizando acciones preventivas en todos los servicios de salud.  Se ha asignado al Programa Nacional de Salud Mental la transversalización  de género, en la totalidad de programas de atención de salud.

3.7.
Señale otros sistemas de apoyo existentes.

Las organizaciones de mujeres mayoritariamente brindan apoyo psicológico y capacitación y en menor medida procesos integrales de atención que apoyan el empoderamiento de las mujeres.

La Oficina Nacional de la Mujer –ONAM-, en el marco de los servicios de protección a mujeres víctimas, cuenta con el “Programa de Acompañamiento, asesoría y orientación personal en gestiones y referencia a otras instituciones legales o de cualquier otra índole, para la atención directa de las mujeres sobrevivientes de la violencia intrafamiliar”.  Este programa se desarrolla en 6 sedes departamentales del Ministerio de Trabajo y Previsión Social (Quiché, Petén, Alta Verapaz, Huehuetenango, Chimaltenango y San Marcos). 

3.8. ¿Existen programas sociales para la atención de las necesidades básicas de las mujeres víctimas de violencia?

No existen como tales.

4.
¿Existe un mecanismo de control, evaluación y seguimiento de los procesos de empoderamiento de las mujeres víctimas de violencia?

No existe un mecanismo de control como tal dentro de las instituciones de gobierno, las organizaciones de mujeres han implementado acciones con este propósito.

5.
¿Existe una política penal con objetivos a alcanzar respecto de la prevención, sanción y erradicación del femicidio?

No.

En los últimos meses se conformó una comisión específica sobre el femicidio en Guatemala desde la perspectiva del Estado para el abordaje integral del femicidio. Desde las Organizaciones de Mujeres y feministas, se diseño una estrategia nacional y global para denunciar las violaciones a los derechos humanos de las mujeres, estrategias que van desde denunciar el problema, acompañamiento a las mujeres sobrevivientes de violencia y familiares de las víctimas. No existe mucho conocimiento sobre la problemática y muchas opiniones al respecto

III.
PRESUPUESTO NACIONAL

1.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional y local destinadas a financiar acciones frente a la violencia contra las mujeres?


Si/ No
Sí

Si la respuesta es afirmativa:

1.1.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional destinadas al fortalecimiento del ente rector o estrategia nacional sobre violencia contra las mujeres y para el desarrollo del plan nacional sobre la violencia contra las mujeres? ¿En qué monto y porcentaje?

El Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2006  destinó partidas presupuestarias a las instituciones reconocidas en la ley  (97.1996) y su reglamento. A la CONAPREVI. Se le asignó US$ 184,000.00
/ (ciento ochenta y cuatro mil dólares) que representa al 9.33% del presupuesto de la Secretaría Presidencial de la Mujer, de donde  depende presupuestariamente la CONAPREVI. Esta última define su distribución y ejercicio presupuestario. 

En el programa presupuestario de la Procuraduría General de la Nación PGN, se le asignó US $ 2, 908,999.07
/ (dos millones novecientos ocho mil novecientos noventa y nueve con siete centavos) que corresponde al 60.2% del monto total asignado a la Procuraduría .
1.2.
¿Cuál es el porcentaje del Producto Interno Bruto que se invierte para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra la mujer?

Es 0.0  %

En la mayoría de instituciones del Estado, el presupuesto no contempla un desglose que identifique acciones específicas para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra la mujer. Por lo tanto de forma general en el PIB, se refleja un 00 % para este rubro 

1.3.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a las comisarías de la mujer y/o a la protección policial de mujeres víctimas de violencia, su familia y testigos? (dividir dicho monto por la cantidad de personas protegidas de forma tal de obtener información per cápita)

El  Ministerio de Gobernación,  dentro de su Programa Servicios de seguridad, tiene como unidad responsable a la Dirección general de la Policía Nacional Civil -PNC-. En el ejercicio presupuestario del Ministerio, éste le asignó a la PNC la cantidad de U.S $ 213, 077,394.7 equivalente al 80.9% del monto total del presupuesto del Ministerio. Dentro de la estructura de la Policía Nacional  se ha creado la oficina de atención a la victima que funciona en las comisarías, y la oficina de género,  sin embargo estas instancias encargadas de atender específicamente los delitos contra mujeres, no cuentan con una asignación presupuestaria específica. Los recursos que solicitan se le asignan de conformidad a la disponibilidad presupuestaria. 
1.4.
¿Cuál es la inversión calculada en dólares destinada a líneas telefónicas de emergencia? (dividir dicho monto por la cantidad de llamadas recibidas de forma tal de obtener información por llamada)

Las instituciones encargadas del servicio telefónico de emergencias, no tienen discriminado el pago específico para dichas líneas, de conformidad al sistema financiero, se asigna a cada institución una rubro total para el pago de servicio telefónico. 

1.5.
¿Cuál es la inversión calculada en dólares destinada a refugios? (dividir dicho monto por la cantidad de personas albergadas de forma tal de obtener información per. cápita)

En razón de la discrecionalidad con que se manejan los recursos asignados a los albergues no se obtuvo la información específica. Sin embargo del presupuesto total de las instituciones se cubren los requerimientos financieros de los mismos. 

1.6.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a los programas de rehabilitación de víctimas? (dividir dicho monto por la cantidad de participantes en los programas de forma tal de obtener información per cápita) 

Ninguno de los presupuestos cuenta con un desglose específico de  inversión por víctimas, los montos que se manejan son globales para gastos administrativos y de funcionamiento. 

1.7.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a solventar la investigación y recopilación estadística respecto de la violencia contra la mujer?

Como ya se dijo anteriormente los presupuestos de las instituciones no cuentan con presupuestos en los cuales se pueda visualizar de manera efectiva los rubros que financian las actividades de investigación y recopilación estadística. La información recopilada  en relación con la inversión específica destinada a investigación indica que los requerimientos finacieros  son solicitados de conformidad a las necesidades requeridas.

2.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional y local destinadas a programas de capacitación enfocados a prevenir la violencia contra la mujer? 


Si / No

El Programa de Prevención y Erradicación de la Violencia Intrafamiliar -PROPEVI- de la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente –SOSEP-, desarrolla dentro de sus acciones  la capacitación y sensibilización en la prevención de la violencia intrafamiliar con una asignación presupuestaria para el 2006 de $ 336,692.36. 

Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

2.1.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de sensibilización de maestros a nivel primario, profesores a nivel secundario y universitario? (dividir dicho monto por la cantidad de maestros y profesores receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita)

2.2.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de capacitación de prestatarios de servicios? (dividir dicho monto por la cantidad de prestatarios de servicios receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita)

3.
¿Existen partidas en el presupuesto nacional destinadas a financiar programas de sensibilización sobre la violencia contra la mujer?  


Si / No

No, presupuestariamente las partidas no identifican la sensibilización sobre el tema de violencia contra la mujer, sin embargo a nivel operativo en las instituciones responsables, se incluye dentro de los contenidos de capacitación y sensibilización información sobre la violencia intrafamiliar y contra la mujer.

Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

3.1.
¿Cuál es la inversión anual en dólares destinada a programas de sensibilización de niños/as, jóvenes y adultos? (dividir dicho monto por la cantidad de receptores de los programas de forma tal de obtener información per cápita)

No se tiene el desglose

4.
¿Existe una práctica de cooperación entre los organismos oficiales y las organizaciones no gubernamentales focalizadas en temas de género? 

La cooperación está básicamente enfocada en coordinación de aspectos técnicos.

IV.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS 

1.
¿Existe recopilación estadística sobre trámites judiciales de denuncia, procesos y sentencias de violencia contra la mujer?


Sí  



Si la respuesta es afirmativa, se cuenta con información sobre:

1.1.
¿Cuántas denuncias se realizaron el último año ante las instancias oficiales de recepción de denuncias, en razón de la violencia contra la mujer? 

Número de denuncias realizadas, por entidad receptora de denuncia
Año 2004

	Ministerio Público
	Procuraduría General de la Nación
	Policía Nacional Civil
	Defensoría de la Mujer Indígena
	Procuraduría de Derechos Humanos

	9,417
	4,309
	10,964
	1,298
	1,214




Fuente: Datos proporcionados por cada entidad receptora de denuncia.
Según los datos recopilados por COPREDEH, la Unidad de Planificación del Ministerio Público registró para distintos años lo siguiente:

Número de denuncias de violencia contra la mujer, atendidas por el Ministerio  Público
Años del 2000 al 2003

	Año
	Denuncias
	Acusaciones
	Debates realizados

	2000
	       130,561   
	              2,350   
	                       1,030   

	2001
	       222,436   
	              2,140   
	                          675   

	2002
	       238,936   
	              2,013   
	                          630   

	2003
	       229,572   
	              2,969   
	                          968   

	Total
	       821,505   
	              9,472   
	                       3,303   





Fuente: COPREDEH





Número de denuncias de violencia contra la mujer 
          


Año 2005

	Denuncias


	Número

	Violencia intrafamiliar
	7,170

	Agresiones 
	221

	Amenazas
	115

	Violación sexual
	117

	Maltrato infantil
	49

	Total
	7,672


Fuente: Policía Nacional Civil.

La Defensoría de la Mujer Indígena, informa que atendieron en la Unidad Jurídica denuncias en las diferentes ramas del área jurídica,(civil, penal, laboral, administrativa y notarial),  para un total de 454 casos. 

1.2.
¿Cuántas detenciones se realizaron el último año en razón de la violencia contra la mujer? 

Número de detenciones por violencia contra la mujer según tipo de detención

Año 2005

	Detenciones
	Número

	Trata de personas
	51

	Corrupción de menores
	35

	Tráfico de ilegales con fines de explotación laboral
	45

	Violación sexual
	99

	Total
	230


Fuente: Policía Nacional Civil

1.3. 
¿Cuántos juicios se realizaron y cuántos se finalizaron con condenas en los tres últimos años en razón de la violencia contra la mujer? 

Número de procesos legales llevados a sentencia, de violencia contra la mujer

Año 2005

	Procesos legales
	Número

	Acusaciones
	25

	Sentencias
	18

	Total
	43


Fuente: Ministerio Público

Número de juicios que finalizaron en condenas,

según año 2003 - 2005

	Año
	Número

	2003
	24

	2004
	35

	2005
	7

	Total
	66


Fuente: Datos Investigación Femicidio en Centro América, (cuestionario Belem Do Pará, Red de la No violencia)  

1.4.
¿Qué número de personal policial o administrativo se destina a la protección de mujeres víctimas y sobrevivientes violencia? 

Entre las entidades que respondieron el cuestionario, la Red de la No Violencia Contra las Mujeres, informa que únicamente cuenta con datos de dos personas que tienen medidas cautelares, por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

2.
¿Existe investigación y recopilación estadística sobre asistencia a la mujer víctima de violencia?

2.1.
¿Cuántas llamadas atendieron en el último año las líneas telefónicas de emergencia? 

Número de llamadas telefónicas atendidas, por motivo de llamada,
según lugar de recepción

Año 2005

	Lugar de recepción

	Motivo de llamada
	No. de llamadas

	Oficina  de Atención a la Víctima 
	Violencia intrafamiliar
	83

	De auxilio 
	Explotación sexual comercial
	17

	De auxilio
	Maltrato infantil
	48

	De auxilio realizadas al número telefónico,110 
	Violencia intrafamiliar
	10,351

	                                 Total
	10,499


Fuente: Policía Nacional Civil.
En el teléfono de ayuda familiar de PROPEVI, durante el año 2005 se atendieron 1,888 llamadas. 

2.2.
¿Qué cantidad de refugios y con qué capacidad se encuentran disponibles en el país? 

Se cuenta con la notificación de 11 refugios: (PROPEVI 2, Secretaría de Bienestar Social 7, Hogar Nuevos Horizontes 1 y la PDH 1 que brinda protección a testigas (os).

2.3.
¿Qué porcentaje de los refugios son de carácter público y qué porcentaje son de carácter privado?

De 11 albergues notificados, el 92% brinda atención pública. 

2.4.
¿Qué porcentaje de los casos ingresados en los hospitales se deben a violencia contra la mujer?

3. ¿Existe investigación y recopilación estadística sobre muerte de mujeres a causa de violencia? 

Sí

3.1.
  ¿Cuántas mujeres han sido víctimas de homicidio por agresión o como consecuencia de una agresión de parte de sus parejas o ex parejas (femicidio)? (proporcionar datos por año desde los diez años anteriores a la entrada en vigencia de la Convención Belém do Pará hasta la fecha)

Número de Homicidios, por año

Años 2002 - 2004

	Sexo
	2002
	2003
	2004

	Mujeres
	317
	383
	497


Fuente: Compendio de Muertes Violentas de Mujeres, PDH, 2003 – 2005.
Número de muertes violentas, por año

Años  2001 - 2005

	                         Año
	Mujeres

	2001
	303

	2002
	317

	2003
	383

	2004
	531

	2005*
	473*

	Total
	2007


Fuente: Policía Nacional Civil (*enero a septiembre)

La Policía Nacional Civil, informa que entre los datos registrados se tiene  reportado que diez casos de femicidio, han sido provocados por convivientes y exconvivientes

Número de homicidios de mujeres, notificados por año

Años 1995 – 2004* 

	Año
	Número

	1995
	150

	1996
	163

	1997
	249

	1998
	190

	1999
	179

	2000
	213

	2001
	215

	2002
	266

	2003
	282

	2004
	286

	Total
	2,193


Fuente: Instituto Nacional de Estadística (*datos preliminares).
3.2.
¿Cuántos casos de denuncia han terminado en el homicidio de las denunciantes (femicidio)?

El informe de la Relatora Especial sobre los Derechos de la Mujer de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –CIDH-, en su visita realizada durante el mes de septiembre del año 2004, relata que los casos de violencia son originados por razones de género y  subordinación de la mujer. Resalta que uno de los aspectos a considerar en esta problemática, es terminar con el círculo de la violencia. Incluye que en los casos de homicidio de mujeres, reportados por la Fiscalía de la Mujer, un 31% habría denunciado ser víctima de amenazas previas.   

El cuestionario respondido por la Red de la No Violencia reporta que de acuerdo a la investigación realizada por el Grupo Guatemalteco de Mujeres para el año 2003, oficialmente se reconocieron 383 muertes violentas de mujeres de acuerdo a los datos brindados a las relatoras de Naciones Unidas y CIDH. La investigación confirmó 416 muertes violentas de mujeres de estas identificaron 49 casos como femicidio, 30 casos correspondieron a feticidios íntimos (63%), a feticidios no íntimos 14 casos (29%) y 5 de femicidio por conexión. La mayoría de las víctimas fueron niñas y adolescentes.

3.3.
¿Cuántos de los casos de femicidio han resultado en sentencias condenatorias del agresor?

Número de sentencias de violencia contra la mujer, según tipo de delito

Enero a septiembre, año 2005
	Tipo de delito
	Tipo de sentencia
	Total

	Violación
	Absolutoria
	20

	Violación
	Condenatoria
	41

	Violación con agravación de la pena
	Absolutoria
	11

	Violación con agravación de la pena
	Condenatoria
	28

	Estupro mediante inexperiencia o confianza
	Condenatoria
	6

	Estupro mediante engaño
	Absolutoria
	2

	Estupro mediante engaño
	Condenatoria
	11

	Rapto propio
	Condenatoria
	2

	Rapto impropio
	Condenatoria
	6

	Total
	
	127


Fuente: Presidencia del Organismo Judicial y de la Corte Suprema de Justicia.
4.
¿Existe investigación y recopilación estadística sobre otros datos respecto de la situación de la mujer?




Sí

El instituto Nacional de Estadística publicó estadísticas e indicadores con enfoque de género, 1998 – 2001. Asimismo trabaja conjuntamente con la Secretaría Presidencial de la Mujer, para publicar 33 indicadores que den cuenta de la situación, posición y condición de las mujeres guatemaltecas. 

4.1.
¿Cuándo se realizó el último censo nacional? ¿Se incluyeron preguntas relativas a violencia basada en género?

El Instituto Nacional de Estadística, informa que el último Censo Nacional XI de Población y VI de Habitación realizados en el 2002, no incluyeron variables sobre este aspecto.

En el 2002 se realiza por primera vez la Encuesta Nacional Materno Infantil,  se incorpora por primera vez el módulo de violencia intrafamiliar, 

4.2.
¿Cuál es el número de mujeres en el país? (tramos de edad: 0-14 (niñas); 15-29 (jóvenes); 30-44; 45 –59 (adultas); 60 y más (adulta mayor))

Población de mujeres, según grupos de edad 

Año 2002

	Grupos de Edad
	Total

	Total
	5,740,357

	0-14
	2,348,077

	15-17
	380,078

	18-64
	2,760,674

	65 y más
	251,528


Fuente: Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002.
4.3.
¿Qué porcentaje representan sobre el total de la población?

Porcentaje de población según sexo

Año 2002

	Sexo
	Total
	%

	Total
	11,237,196
	100

	Hombres
	5,496,839
	48.9

	Mujeres.
	5,740.357
	51.1



Fuente: Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002.
4.4.
¿Qué porcentaje de la población femenina habita en áreas rurales? Indicar tramos de edad.

Colocar porcentaje, grupos de edad y sexo.
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Fuente: Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002

4.5.
¿Qué porcentaje de la población femenina habita en ciudades? Indicar tramos de edad.

Colocar porcentaje, grupos de edad y sexo.
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Fuente: Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002

4.6.
¿Qué porcentaje de la población femenina vive bajo la línea de pobreza?

El Perfil de Pobreza en Guatemala, elaborado con datos de la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida -ENCOVI- 2000 del Instituto Nacional de Estadística -INE, reporta que de la población pobre, las mujeres ocupan el 50.1 por ciento.

4.7.
¿Qué porcentaje de la población femenina es analfabeta? Indicar tramos de edad.

Según  información proporcionada en los Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002,  en la población analfabeta de 15 a 64 años de edad es de 28.5%, del cual las mujeres ocupan el 61.2%. Asimismo informa que aproximadamente una de cada tres mujeres es analfabeta.

4.8.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la escuela primaria?

Número de estudiantes promovidos por sexo y año, según nivel de escolaridad

Años 2003 -2004

	Nivel de escolaridad
	total
	2003
	total
	2004

	
	
	Mujeres
	Hombres
	
	Mujeres
	Hombres

	Primaria
	   1,707,481   
	       815,314   
	       892,167   
	       1,783,570   
	       854,902   
	       928,668   


Fuente: Anuario Estadístico Ministerio de Educación 2003 y 2004.
Tasa de finalización de la enseñanza primaria, según sexo

Años seleccionados

	Sexo
	1991
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Femenino
	35.8
	48.4
	52.5
	55.5
	59.3
	60.9

	Masculino
	42.2
	58.0
	61.8
	64.3
	68.8
	69.3


Fuente: Centro de Investigaciones Económicas Nacionales - CIEN, con datos 

proporcionados por el Ministerio de Educación- 2005

4.9.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la escuela secundaria?

Número de estudiantes promovidos por sexo y año, según nivel de escolaridad

Años 2003 -2004

	Nivel de escolaridad
	total
	2003
	total
	2004

	
	
	Mujeres
	Hombres
	
	Mujeres
	Hombres

	Básico
	      237,025   
	       115,476   
	       121,549   
	          258,319   
	       126,429   
	       131,890   


Fuente: Anuario Estadístico Ministerio de Educación 

4.10.
¿Qué porcentaje de la población femenina completó la educación terciaria y/o universitaria?

Número de estudiantes promovidos por sexo y año, según nivel de escolaridad

Años 2003 -2004

	Nivel de escolaridad
	total
	2003
	total
	2004

	
	
	Mujeres
	Hombres
	
	Mujeres
	Hombres

	Diversificado
	      129,650   
	         68,645   
	         61,005   
	          144,213   
	         77,396   
	         66,817   


Fuente: Anuario Estadístico Ministerio de Educación.
Número de estudiantes inscritos, por sexo y año, según nivel de escolaridad

Años 2001 -2002

	Nivel de escolaridad
	total
	2001
	total
	2002

	
	
	Mujeres
	Hombres
	
	Mujeres
	Hombres

	Universitario
	      106,831   
	         44,724   
	         62,107   
	          109,679   
	         47,223   
	         62,456   


Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2003.
4.11.
¿Cuál es el número de mujeres privadas de libertad?

Número de reclusas en Centros de detención del Sistema Penitenciario

Mayo 2003

	Sexo
	Condenadas (os)
	En prisión preventiva
	Total

	Mujeres.
	139
	310
	449

	Hombres
	3,114
	4,112
	7,226


Fuente: Informe de Desarrollo Humano y Ruralidad, Compendio Estadístico 2004.
El Centro de Atención Preventiva  Santa Teresa, se encarga de las mujeres que se encuentran en proceso penal, cuyo número de reclusas a la fecha es de 158, número que varía dependiendo de los nuevos ingresos diarios.

El Centro de Orientación femenina -COF-, en el cual se encuentran las 
mujeres privadas de libertad cumpliendo las sentencias condenatorias, a la fecha son 153. 

4.12.
¿Qué porcentaje de la población femenina es económicamente activa?

Según los Censos Nacionales XI de Población y VI de Habitación 2002, del total de la población económicamente activa de 7 años y más de edad que trabaja o busca trabajo, el 27 % pertenece al sexo femenino. De cada diez mujeres, 2 participan en la actividad económica.

5. ¿Existe recopilación estadística sobre programas de capacitación para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer? 

No se cuenta con esta información.

5.1.
¿Qué porcentaje sobre el total de los maestros primarios, secundarios y profesores universitarios  recibe capacitación sobre violencia contra la mujer?

No hay información reportada en este cuestionario

5.2.
¿Qué porcentaje sobre el total de los prestatarios de servicios sociales y judiciales recibe capacitación de género y sobre violencia contra la mujer?

En respuestas contenidas en el cuestionario, enviado por el Organismo Judicial, no se recibe esta información.

6.
¿Cómo se difunden los datos estadísticos? ¿Son de acceso fácil y público?

No son de acceso fácil y debido a limitantes presupuestarias, hay información recopilada pero no procesada y/o información procesada pero no publicada.

7.
¿Qué capacitación sobre género reciben quienes elaboran y aplican instrumentos para recoger estadísticas?

En el INE se desarrollaron 10 talleres de sensibilización de género al personal de la institución, un taller sobre incorporación de género en la producción estadística y otro sobre género,  masculinidades y multiculturalidad. Asimismo se realizó un diálogo para visualizar las relaciones entre mujeres y hombres en el marco de los derechos humanos, con perspectiva de género y cultura, dirigido a personal de alto nivel de la institución y del Sistema Estadístico Nacional.

8.
¿El estado cuenta con un observatorio ciudadano contra la violencia hacia las  mujeres?  ¿Cuál es su impacto?

Se encuentra en proceso de organización y conformación  un observatorio llamado Por la vida de las mujeres, donde hay participación activa de  dos contrapartes, 1- Estado (Secretaría Presidencial de la Mujer, Congreso de la República, Ministerio Público Organismo Judicial, Instituto Guatemalteco de Seguridad Social y Ministerio de Salud Pública) y sociedad civil representada por  (Universidad de San Carlos, Instituto de la Mujer de la USAC,  Colegio de Médicos, Iglesia Noruega,  Mujeres medicas, Instancia por la Salud de las Mujeres, Convergencia Cívico Política,  Universidades del Valle y Landívar,  Centro de Investigación y apoyo a la Mujer, profesionales en lo individual). Se cuenta con el acompañamiento de la OPS/OMS y UNFPA.

El objetivo primordial del observatorio es ejercer una vigilancia de violencia contra las mujeres en forma sistemática. 
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¿Son adecuadas a la cantidad de casos que deben atender, tanto en relación a su cobertura geográfica como a la magnitud de los índices de violencia registrados en esa localidad?





4.	Los legisladores, asesores y demás personal de las legislaturas ¿Cuentan con información acerca de temas de género y específicamente respecto de violencia? ¿Cómo se han informado?

















�.	Fuente: Proyecto del Presupuesto de Ingresos y Egresos 2006, Ministerio de Finanzas Públicas. Tasa de cambio empleada. 7.60 x 1.00. 


�.	Fuente: Proyecto del Presupuesto de Ingresos y Egresos 2006, Ministerio de Finanzas Públicas.
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